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El objetivo de este “ebook” es ayudar a todas las 
personas que se enfrentan por primera vez al cargo de 
Presidente, Vicepresidente o Vocal de su Comunidad, 
a conocer los pilares fundamentales de las normas 
legales aplicables a la misma.

Y para aquellos que deseen profundizar algo más en 
la aplicación de dichas normas,  se disponen en el 
anexo que acompaña al libro, una breve selección de 
sentencias del Tribunal Supremo y de las Audiencias 
Provinciales, así como de resoluciones de la Dirección 
General de Registros y del Notariado que han creado 
doctrina, sirviendo de guía para resolver y anticipar 
problemas importantes que pueden surgir en tu 
comunidad al haberse interpretado y solucionado ya de 
una manera reiterada por los tribunales de justicia.

LOS PRINCIPIOS BÁSICOS 
QUE TODO PRESIDENTE ESTÁ 

OBLIGADO A CONOCER

PRÓLOGO 
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Para poder establecer claramente esta 
diferencia, debemos partir de lo que se 
denomina vivir en régimen de PROPIEDAD 
HORIZONTAL, que es una forma especial 
de propiedad que conlleva dos derechos 
distintos y complementarios:

1. Un derecho singular y exclusivo de 
propiedad sobre un espacio suficientemente 
delimitado y susceptible de aprovechamiento 
independiente, lo que constituye 
propiamente tu vivienda, plaza de garaje, 
local, parcela, despacho profesional, etc. y 
que comúnmente se identifica como finca.

2. Y una copropiedad, con los demás dueños 
de tales fincas, de los restantes elementos, 
pertenencias y servicios comunes. Estos 
son los elementos que el Código Civil, 
cuando reguló por primera vez en España 
este régimen, describió, en su artículo 396, 
como “elementos comunes del edificio, que 
son todos los necesarios para su adecuado 
uso y disfrute”, entre los que citaba, a modo 
de ejemplo, el suelo, vuelo, cimentaciones, 
cubiertas, pilares, vigas, forjados, fachadas, 
patios, etc.

Elementos comunes de uso privativo

No obstante, debe tenerse en cuenta la 
doctrina jurisprudencial, que establece 
que hay elementos privados que no tienen 
esencialmente ese carácter, sino que les viene 
atribuido por uso o destino, mencionando 
expresamente los patios interiores o terrazas, 
que pueden ser elementos comunes de uso 
privativo si así se ha dispuesto en el título 
constitutivo de la comunidad. 

1
CONOCERÁS LA DIFERENCIA 

ENTRE UN ELEMENTO 
PRIVATIVO, COMÚN...

Y LOS COMUNES DE USO 
PRIVATIVO
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De esta forma, todo propietario de un piso, 
apartamento, estudio, local, trastero, garaje 
o parcela, susceptibles de aprovechamiento 
individualizado dentro de un edificio, 
urbanización, entidad urbanística o complejo, 
goza de un derecho singular y exclusivo 
sobre dicho bien y es copropietario, junto 
con los demás vecinos de los elementos 
comunes existentes en los referidos 
edificios, urbanizaciones o complejos, 
lo que conforman las Comunidades de 
Propietarios, un condominio del que son 
titulares todos los propietarios, que exige un 
régimen de funcionamiento para el adecuado 
uso y mantenimiento de los bienes que lo 
constituyen, entidades jurídicas compuestas 
por el total de propietarios de un mismo 
edificio, que se rigen por el Código Civil, la Ley 
de Propiedad Horizontal, los Estatutos de la 
comunidad y ya en un escalón inferior, pero 
más ceñido a las necesidades particulares 
de la comunidad, por el denominado 
Reglamento de Régimen Interno.

Sobre su naturaleza jurídica, debemos 
recordar que la Ley de Propiedad Horizontal 
no reconoce a la Comunidad de Propietarios 
personalidad jurídica, de tal forma que 
son los individuos los que la componen 
(propietarios), y no el grupo como tal, los 
sujetos de derechos y obligaciones, quienes 
aparecen representados por el Presidente, a 
quien le asiste la facultad de representar a 
la propia Comunidad en juicio y fuera de él. 
Dicha circunstancia constituye un problema, 
pues exigiría que en los procedimientos 
se personaran todos los vecinos y no la 
comunidad, circunstancia que fue resuelta 
procesalmente por la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, creando lo que denomina “entes sin 
personalidad jurídica”, a los que la Ley 
reconoce “capacidad para ser parte”, de tal 
forma que el Presidente comparece en juicio 
en representación de la comunidad como tal 
entidad, y no de cada uno de sus vecinos. 

Naturaleza jurídica de la Comunidad

2
RESPETARÁS 

LA JERARQUÍA LEGAL
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Si estableciéramos una pirámide normativa 
de la propiedad horizontal, en lo más alto 
y, por tanto, lo que debemos considerar 
como normas superiores, estarían el 
artículo 396 del Código Civil y la norma 
que lo desarrolló en mayor detalle, la Ley 
de Propiedad Horizontal, 49/1960, de 
21 de julio, que regula tanto el régimen 
jurídico de la propiedad por pisos, como el 
de los complejos inmobiliarios privados, 
con escasas reformas desde su entrada 
en vigor, la mayoría dirigidas a favorecer 
la voluntad de las mayorías dentro de la 
comunidad, definiendo lo que se entiende 
por la propiedad horizontal, distinguiendo 
los elementos comunes de los privativos, 
y fijando los derechos y obligaciones de 
los propietarios, las formas de su gobierno 
y representación y las acciones que puede 
ejercitar en su defensa.

Cuando firmas la compra de una finca ante 
Notario, no solamente estás firmando la compra 
de una propiedad sino comprometiéndote 
a cumplir las normas que figuran en el Título 
Constitutivo (las cuales suelen figuran al 
final de la misma donde se establece el 
régimen jurídico aplicable a la finca), a través 
de una enumeración de las normas o bajo 
el epígrafe de “Estatutos”, si así lo hubiera 
dispuesto el promotor del mismo, que suele 
ser la constructora o promotora del Edificio, 
Mancomunidad o Complejo.

*NOTA IMPORTANTE:  La fuerza de los acuerdos 
aprobados en Junta de Propietarios como 
complemento de las normas que constituyen 
la pirámide legislativa de las Comunidades de 
Propietarios.

Aunque no pertenecen propiamente a la 
citada pirámide, dado que no son normas en 
su sentido estricto, sin embargo, no podemos 
obviar la suma importancia de los ACUERDOS 
ADOPTADOS EN JUNTA DE PROPIETARIOS, 
siempre y cuando se hagan dentro del ámbito de 
sus competencias, que no sean radicalmente 
nulos, es decir contrarios a la Ley o los 
Estatutos, y que no hayan sido impugnados, 
dado que estos acuerdos tienen fuerza 
ejecutiva, pudiéndose acordar en Junta de 
Propietarios la prohibición de una determinada 
obra o un uso aprobado por los estatutos. Ello 
supone que, bajo las circunstancias indicadas, 
pueden colocarse en esta pirámide normativa, 
disponiendo comportamientos que no dejan 
de ser normas de actuación (lo que no quiere 
decir que estos acuerdos permitan contrariar 
los Estatutos), porque para ello sería necesario 
un acuerdo unánime y su modificación.

Resulta perfectamente aplicable a esta 
cuestión la doctrina sentada por la sentencia 
del Tribunal Supremo 700/2013 de fecha 6 
de noviembre de 2013. Resolución que entre 
otras muchas establece que “los acuerdos 
adoptados en junta de propietarios, dentro del 
ámbito competencial que le atribuye el art. 14 
LPH, no impugnados en el plazo de caducidad 
establecido por el art. 16 LPH, gozan de plena 
validez y ejecutividad”

“.... adoptado el acuerdo por la junta de 
propietarios dentro del ámbito propio de las 
competencias atribuidas a esta en el artículo 
14 LPH - en el sentido de no autorizar la 
instalación en la terraza común del edificio de 
una estructura tipo toldo-carpa, y no habiendo 
sido impugnado por el ahora recurrente en el 
plazo legalmente establecido, el acuerdo debe 
considerarse válido y plenamente ejecutable” 

En el segundo escalón de la pirámide, nos 
encontraríamos con el Título Constitutivo, los 
Estatutos y el Reglamento de Régimen Interno.

TÍTULO CONSTITUTIVO 

Es el único necesario legalmente, dado que los 
estatutos y el reglamento de régimen interno 
son potestativos, y supone el documento de 
escritura de obra nueva y división horizontal 
en el cual se describe el edificio, así como los 
servicios e instalaciones, número de pisos, 
plazas de garaje o locales con los que cuenta 
y la asignación de cuotas de participación de 
cada uno de ellos. Su modificación requiere 
unanimidad.

ESTATUTOS

Son las normas que rigen el uso o destino del 

Primer escalafón

Tu escritura de compra-venta

Segundo escalafón edificio, de sus pisos, plazas de garaje y/o 
locales, así como aquellas que establecen las 
reglas concretas para el ejercicio de derechos 
y obligaciones por los propietarios, siempre 
dentro de los límites de la Ley de Propiedad 
Horizontal, pero de carácter fundamental 
para la utilización del edificio. Como hemos 
dispuesto, no son obligatorios, pero sirven 
para suplir las posibles lagunas de la Ley. Su 
modificación requiere unanimidad.

REGLAMENTO DE RÉGIMEN INTERNO

En aquellas comunidades donde se aprueban, 
sirven para regular los aspectos más cotidianos 
de la comunidad de propietarios, dado que no 
son obligatorios, como, por ejemplo, el uso de 
los servicios comunes, los ascensores, meses 
de funcionamiento de la calefacción general, 
horario de apertura y cierre de la piscina, etc. 
Su modificación requiere la doble mayoría 
simple de propietarios y coeficientes.

https://legislacion.vlex.es/vid/ley-propiedad-horizontal-170095
https://legislacion.vlex.es/vid/ley-propiedad-horizontal-170095
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3
CONOCERÁS 

LOS DERECHOS Y 
OBLIGACIONES DE 

LOS VECINOS
Como hemos venido observando, en toda 
propiedad horizontal coexistirán dos tipos de 
elementos, los privativos y los comunitarios, 
de los cuales dependerá la libertad, por parte 
de cualquier vecino, para hacer cambios 
unilateralmente o la necesidad de llegar a 
acuerdos con el resto de vecinos en una 
Junta de la comunidad.

1. Los elementos privativos

Son de uso exclusivo e independiente de cada 
vecino. Será un elemento privado, si tienes 
asignado en tu escritura un coeficiente de 
propiedad expresado en un porcentaje sobre 
una base del 100%. La existencia de este 
coeficiente puede ser, por tanto, considerada 
como la partida de nacimiento de la propiedad 
privada. Será también un elemento privativo, 
si en las escrituras el elemento figura como 
“anejo” del piso o local, como puede ser un 
trastero, pues querrá decir que su coeficiente 
está incluido dentro del coeficiente de la 
vivienda o local.

No obstante, podrá darse el caso de un 
elemento común de uso privativo, cuando así 
figure en el Título Constitutivo o los Estatutos, 
en cuyo caso la libertad para el titular con 
respecto a este “anejo” (ej; garaje, terraza 
o ático) está condicionada a las normas 
comunitarias para su uso y funcionamiento (ej: 
prohibición de cerrar el ático o terraza).

2.  Los elementos comunes

Aquellos, que bien por su naturaleza objetiva, 
como por ejemplo un jardín, una piscina o 
los balcones/ventanas de una fachada, o 
bien porque así han sido adscritos, lo que 
se conoce como elementos comunes por 
destino, como un elemento del edificio 
destinado a guardar útiles de limpieza, son 
necesarios y útiles para el adecuado uso y 
disfrute del edificio en general y de cada uno 
de los elementos privativos en particular.

Debemos significar que nunca se estableció 
una lista cerrada de aquellos elementos que 
pueden ser considerados como comunes, 
pues ya en el artículo 396 del Código Civil, 
línea que mantuvo la Ley de Propiedad 
Horizontal, se dispuso un listado a título de 
ejemplo de aquellos elementos que podrían 
ser considerados como tales, por lo que 
se puede tomar como elemento común, 
cualquiera que por naturaleza o destino 
sea de uso comunitario, siendo por tanto 
lo trascendente el fin al que se dedican, 
de ahí, que incluso, podamos hablar de 
elementos comunes de uso privativo, que 
son aquellos, que, si bien, por su naturaleza, 
serían elementos comunes, al no constar 
como privados en la escritura de división 
horizontal, son destinados al disfrute 
privativo de uno o varios vecinos, como 
puede ser la terraza de un bajo o de un ático. 
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En caso de duda, para distinguir si nos 
encontramos ante un elemento común o 
privativo, por ejemplo, el caso más normal, 
si una terraza pertenece a un propietario o 
a la comunidad, debemos acudir al título 
constitutivo, que como reseñábamos, es 
la escritura mediante la cual se formaliza 
la propiedad horizontal. Su elaboración y 
necesaria inscripción en el Registro de la 
Propiedad corresponde, lógicamente, al 
propietario único de la finca, generalmente el 
promotor, que es quién da origen a la propiedad 
horizontal, de tal forma que antes de iniciarse 
la venta por pisos, plazas de garaje, trasteros 
o locales, la constituye, debiendo describir el 
inmueble en su conjunto,  con cada uno de los 
pisos y locales que lo componen, asignándoles 
un número, extensión, linderos, planta en la 
que se hallare y sus anejos y disponiéndoles 
una cuota de participación, un coeficiente de 
propiedad directo e individual, constituyendo 
el resto de los elementos el edificio, carentes 
de esa identificación concreta, los elementos 
comunes del mismo, lo que exige que cualquier 
modificación que se pretenda del mismo, se 
acuerde por unanimidad.

3. Derechos y obligaciones 

Lógicamente los derechos y obligaciones de 
los vecinos son muy diferentes cuando de un 
elemento privativo o común se trata, así que, si 
con relación a los primeros la Ley les permite 
modificar sus elementos, instalaciones o 
servicios, cuando no menoscaben o alteren 
la seguridad del edificio, su estructura, su 
configuración o estado exterior o perjudique 
los derechos de otro propietario, estando tan 
sólo obligados a dar cuenta a la comunidad, 
sin acuerdo previo con la comunidad. Por el 
contrario, en el resto del inmueble no se puede 
realizar alteración alguna sin el consentimiento 
de los vecinos, de acuerdo con los porcentajes 
que básicamente se disponen en los artículos 10 
y 17 de la Ley de Propiedad Horizontal, según el 
objeto de la obra que se pretenda ejecutar.
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4
LA MÁXIMA AUTORIDAD 
DE LA COMUNIDAD ES LA 
JUNTA DE PROPIETARIOS, 

NO EL PRESIDENTE

Según dispone el apdo. 1 del Art. 13, Ley 49/1960, 
de 21 de julio, los órganos de gobierno de la 
comunidad de propietarios son los siguientes:

La Junta de propietarios.
El presidente y, en su caso, los vicepresidentes.
El secretario.
El administrador.

La Junta de Propietarios
Es el órgano de gobierno de la comunidad 
compuesto por todos sus titulares, en el que se 
forma la voluntad de aquella mediante el sistema 
de unanimidad o por acuerdos mayoritarios. 
La asistencia a la misma puede ser personal o 
mediante representante legal, bastando para 
acreditar ésta un escrito firmado por el propietario. 
En el supuesto de que un piso o local perteneciera 
“pro indiviso” a diferentes propietarios, estos 
nombrarán un representante para asistir y votar a 
las juntas. Con relación a sus funciones, podemos 
destacar que ostenta las responsabilidades más 
importantes de la comunidad, como por ejemplo 
la reforma o modificación de los estatutos, la 
aprobación del reglamento de régimen interior, 

el nombramiento o remoción de los cargos de 
la comunidad, la aprobación del presupuesto 
anual y la liquidación de cuentas, la aprobación 
de los presupuestos de ejecución de las obras 
de reparación de la finca (sean ordinarias o 
extraordinarias) y aquellos otros acuerdos de 
interés general para la comunidad. A los distintos 
acuerdos y las mayorías que serán necesarias para 
su adopción nos referiremos en su mandamiento 
específico correspondiente.

Baste, de momento, significar que La Junta de 
Propietarios, se reunirá al menos una vez al año, 
para aprobar los presupuestos y cuentas, en las 
demás ocasiones en las que lo pida el Presidente 
o lo soliciten la cuarta parte de los propietarios, 
o un número de estos que representen, 
al menos, el 25 por 100 de las cuotas de 
participación. Teniendo en cuenta, que cualquier 
propietario puede pedir que la Junta estudie y se 
pronuncie, sobre cualquier tema de interés para 
la Comunidad, dirigiendo a tal efecto escrito, en 
el que se especifique claramente, los asuntos 
que pide sean tratados, al presidente, el cual los 
incluirá en el orden del día de la siguiente Junta 
que se celebre, siempre que sean de interés de 
la comunidad.
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El Presidente es el máximo 
representante de la comunidad

Su función básica, por ello, es representar legalmente 
a la Comunidad en todos los asuntos que le 
afecten y convocar a la Junta de Propietarios. Su 
nombramiento es obligatorio y deberá ser elegido 
de entre alguno de los propietarios mediante trato 
rotatorio, sorteo o incluso el nombramiento directo 
de un propietario determinado (por lo tanto, y esto es 
importante, un inquilino nunca puede ser nombrado 
como Presidente).

Tomando como base los artículos 13 y 16 de la LPH 
podemos establecer cuáles son sus competencias 
más importantes:

•	 Como ya hemos referido, la primera y 
fundamental es ostentar la representación de 
la Comunidad en todos aquellos actos que la 
afecten, tanto en juicio como fuera de él. 

•	 También, como ya hemos destacado, efectuar 
las convocatorias de las Juntas de Propietarios, 
al menos una vez al año la junta general ordinaria, 
o las extraordinarias que considere procedentes 
o que le exijan unos vecinos que representen al 
menos el 25% de las cuotas de participación. 

•	 Debe llevar a cabo una participación activa en 
el control de las personas encargadas de las 
instalaciones y servicios comunitarios, y aunque 
en el supuesto ordinario de que exista un 
administrador, recae sobre éste la mayor parte 
de la gestión cotidiana de la comunidad, por lo 
que su labor en este campo sería la de control y 
coordinación con éste, en orden a garantizar su 
óptimo funcionamiento.

•	 Debe requerir, ya sea por propia iniciativa, ya 
a instancias de algún propietario o cualquier 
otro ocupante, la inmediata cesación de 
las actividades prohibidas y perturbadoras, 
entablando la acción de cesación si no se 
atendiera su requerimiento (Artículo 7.2 de la 
LPH).

•	 Visar el certificado del estado de deudas con 
la comunidad de las fincas de la comunidad 
(Artículo 9.1.e LPH).

•	 Firmar el cierre del Acta de la Junta de 
Propietarios (Artículo 19.3 LPH).

•	 Exigir judicialmente, previo acuerdo de la 
Junta de Propietarios, el pago de las cuotas , 
adeudadas por los comuneros (Artículo 21.1 
LPH). 

El Vicepresidente

Cuyo nombramiento es potestativo, sustituye 
al presidente en las pocas comunidades en las 
que se acuerda su nombramiento, lógicamente 
en situaciones de vacancia, enfermedad y otras 
análogas. 

El Secretario
Se trata de una figura que va asociada a la del 
presidente o a la del administrador, de tal forma 
que no es normal que figure por separado, así en el 
caso de que los estatutos prevean la inexistencia 
de la figura de secretario, el mismo presidente 
ejercerá las funciones de éste. En el caso de existir 
la figura del secretario, éste será elegido por la 
junta y, no deberá ser necesariamente uno de los 
propietarios; podrá ser una persona cualificada 
para ejercer estas funciones, como por ejemplo un 
administrador de fincas colegiado o una empresa 
dedicada a esta actividad. La duración del cargo 
será también de un año. 
Las funciones básicas del secretario son: 

•	 Expedir los certificados a los propietarios que 
vayan a vender sus pisos o locales. Estos 
certificados harán constar que el propietario 
no tiene ninguna deuda con la comunidad. El 
presidente deberá dar el visto bueno a estos 
certificados.

•	 Expedir los certificados que sean requeridos 
de las actas tras la celebración de las juntas 
de propietarios. El presidente deberá dar el 
visto bueno a estos certificados.

•	 Guardar, durante el plazo de cinco 
años los libros de actas, convocatorias, 
apoderamientos, comunicaciones y demás 
documentos relacionados con las reuniones 
de la junta de propietarios.

El Administrador

Es un cargo que puede ejercitar el propio presidente, 
pero lo normal es que se contrate un profesional 
colegiado a tal efecto, por las ventajas que ello 
conlleva, como veremos en el último mandamiento 
de esta guía, la Wikipedia da una definición del 
mismo que podemos considerar bastante acertada  
disponiendo que se trata de “un profesional que se 
encarga de gestionar, a petición de los propietarios 
de fincas rústicas o urbanas, o por decisión de 
una junta de propietarios, los asuntos financieros, 
legales y técnicos necesarios para el mantenimiento 
y gestión económica de las mismas”
Sus funciones básicas son:

•	 Vigilar las instalaciones y servicios de la 
finca, realizando las oportunas advertencias y 
apercibimiento a los titulares en busca del buen 
régimen de la casa.

•	 Preparar con la debida antelación y someter 
a la Junta el plan de gastos previsibles, 
proponiendo los medios necesarios para hacer 
frente a los mismos. 

•	 Atender a la conservación y entretenimiento 
del edificio, disponiendo las reparaciones 
y medidas que resulten urgentes, dando 
inmediata cuenta de ellas al Presidente o, en su 
caso, a los propietarios. 

•	 Ejecutar los acuerdos adoptados en materia de 
obras y efectuar los pagos y realizar los cobros 
que sean procedentes. 

•	 Actuar, en su caso, como Secretario de la Junta 
y custodiar a disposición de los titulares la 
documentación de la comunidad. 

•	 Todas las demás atribuciones que se confieran 
por la Junta.
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5
ANTES DE SOMETER A 

VOTACIÓN UN PUNTO, 
CONOCE EL QUÓRUM 

NECESARIO PARA LLEGAR 
A UN ACUERDO

Los acuerdos de las Juntas de Propietarios se 
sujetan a una serie de reglas, de tal forma que, para 
su obtención, dependiendo de su trascendencia, se 
precisarán “quórum” distintos que procuraremos 
resumir y simplificar de conformidad con los 
siguientes puntos: 

1. SE EXIGE LA UNANIMIDAD

Cuando impliquen la aprobación o modificación 
de las reglas contenidas en el título constitutivo 
de la propiedad horizontal o en los estatutos de la 
comunidad, requerirán para su validez la unanimidad 
del total de los propietarios que, a su vez, representen 
el total de las cuotas de participación.

2. SE EXIGE MAYORÍA DE TRES QUINTOS (3/5)

Se requerirá el voto favorable de las tres quintas 
partes del total de los propietarios que, a su vez, 
representen las tres quintas partes de las cuotas de 
participación, para los siguientes acuerdos:

•	 El establecimiento o supresión de los servicios 
de portería, conserjería, vigilancia u otros 

servicios comunes de interés general (por ej: 
jardinería), supongan o no modificación del 
título constitutivo o de los estatutos.

•	 Para el arrendamiento de elementos comunes 
que no tengan asignado un uso específico en el 
inmueble.

•	 Para el establecimiento o supresión de 
equipos o sistemas que tengan por finalidad 
mejorar la eficiencia energética del inmueble.   
Aunque se debe destacar, que no se requerirán 
los 3/5 sino el voto favorable de 1/3 de 
propietarios y cuotas para el establecimiento 
o acceso a los servicios de telecomunicación, 
aprovechamiento de energías renovables o 
bien de las infraestructuras necesarias para 
acceder a nuevos suministros energéticos 
colectivos.

•	 Para realizar innovaciones, nuevas 
instalaciones, servicios o mejoras no 
requeridos para la adecuada conservación, 
habitabilidad, seguridad y accesibilidad del 
inmueble.
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3. SE EXIGE MAYORÍA DE UN TERCIO (1/3)

Se requerirá el voto favorable de un tercio del total 
de los propietarios que, a su vez, representen un 
tercio de las cuotas de participación, para los 
siguientes acuerdos:

•	 Para la instalación de las infraestructuras 
comunes para el acceso a los servicios de 
telecomunicación, o la adaptación de los 
existentes.

•	 Para la instalación de sistemas comunes o 
privativos, de aprovechamiento de energías 
renovables.

•	 Instalación de las infraestructuras necesarias 
para acceder a nuevos suministros energéticos 
colectivos.

4. SE EXIGE MAYORÍA SIMPLE

•	 Para la validez de los demás acuerdos 
bastará el voto de la mayoría del total de 
los propietarios que, a su vez, representen 
la mayoría de las cuotas de participación. 
En segunda convocatoria serán válidos los 
acuerdos adoptados por la mayoría de los 
asistentes, siempre que ésta represente, a su 
vez, más de la mitad del valor de las cuotas de 
los presentes.

•	 Sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 10.1 b), la realización de obras o 
el establecimiento de nuevos servicios 
comunes que tengan por finalidad la 
supresión de barreras arquitectónicas 
que dificulten el acceso o movilidad de 
personas con discapacidad y, en todo caso, el 
establecimiento de los servicios de ascensor, 
incluso cuando impliquen la modificación 
del título constitutivo, o de los estatutos, 
requerirá el voto favorable de la mayoría de 
los propietarios, que, a su vez, representen la 
mayoría de las cuotas de participación.

5. NO REQUIEREN ACUERDO DE LA JUNTA DE 
PROPIETARIOS. 

(Resultando obligatorios, a petición de un 
propietario o exigidas por la Administración)

1.- Los trabajos y las obras que resulten 
necesarias para el adecuado mantenimiento 
y cumplimiento del deber de conservación del 
inmueble y de sus servicios e instalaciones 
comunes, incluyendo en todo caso, las 
necesarias para satisfacer los requisitos 
básicos de seguridad, habitabilidad y 
accesibilidad universal, así como las 
condiciones de ornato y cualesquiera 
otras derivadas de la imposición, por parte 
de la Administración, del deber legal de 
conservación. (art. 10.1  LPH)

2.-  Las obras y actuaciones que resulten 
necesarias para garantizar los ajustes 
razonables en materia de accesibilidad universal 
y, en todo caso, las requeridas a instancia 
de los propietarios en cuya vivienda o local 
vivan, trabajen o presten servicios voluntarios, 
personas con discapacidad, o mayores de 
setenta años, con el objeto de asegurarles 
un uso adecuado a sus necesidades de los 
elementos comunes, así como la instalación 
de rampas, ascensores u otros dispositivos 
mecánicos y electrónicos que favorezcan la 
orientación o su comunicación con el exterior, 
siempre que el importe repercutido anualmente 
de las mismas, una vez descontadas las 
subvenciones o ayudas públicas, no exceda 
de doce mensualidades ordinarias de gastos 
comunes. No eliminará el carácter obligatorio 
de estas obras el hecho de que el resto de su 
coste, más allá de las citadas mensualidades, 
sea asumido por quienes las hayan requerido. 
(art. 10.1)

3.- La ocupación de elementos comunes del 
edificio o del complejo inmobiliario privado 
durante el tiempo que duren las obras a las 
que se refieren las letras anteriores. (art. 10.1)

4.- La construcción de nuevas plantas y 
cualquier otra alteración de la estructura o 
fábrica del edificio o de las cosas comunes, 
así como la constitución de un complejo 
inmobiliario, tal y como prevé el artículo 
17.4 del texto refundido de la Ley de Suelo, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2008, de 20 de junio, que resulten 
preceptivos a consecuencia de la inclusión 
del inmueble en un ámbito de actuación de 
rehabilitación o de regeneración y renovación 
urbana. (art. 10.1)

5.- Los actos de división material de pisos o 
locales y sus anejos para formar otros más 
reducidos e independientes, el aumento de su 
superficie por agregación de otros colindantes 
del mismo edificio, o su disminución por 
segregación de alguna parte, realizados por 
voluntad y a instancia de sus propietarios, 
cuando tales actuaciones sean posibles a 
consecuencia de la inclusión del inmueble en 
un ámbito de actuación de rehabilitación o de 
regeneración y renovación urbanas. (art. 10.1)

6.- La instalación de un punto de recarga de 
vehículos eléctricos para uso privado en el 
aparcamiento del edificio, siempre que éste 
se ubique en una plaza individual de garaje, 
sólo requerirá la comunicación previa a la 
comunidad. El coste de dicha instalación y 
el consumo de electricidad correspondiente 
serán asumidos íntegramente por el o los 
interesados directos en la misma. (art. 17.5 
LPH)
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6
ACTÚA CONTRA LOS 
VECINOS MOROSOS

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
9.1. de la Ley de Propiedad Horizontal, el 
propietario está obligado a contribuir a los 
gastos generales de la comunidad para el 
adecuado sostenimiento del inmueble, sus 
servicios, cargas y responsabilidades que 
no sean susceptibles de individualización, 
contribución que lleva a efecto, a través de lo 
que se denomina cuota comunitaria, y que, 
como resulta fácilmente deducible constituye la 
base de la subsistencia de toda comunidad de 
propietarios y, por ende, del alimento de una de 
las células más importantes de nuestra sociedad, 
puesto que la gran mayoría de la población vive 
en régimen de propiedad horizontal.

Es por ello, que a lo largo de los años, 
tratando de garantizar la solvencia de las 
comunidades, el tratamiento contra la 
morosidad de los vecinos de una comunidad, 
se viene endureciendo, simplificándose y 
agilizándose sus trámites, básicamente con la 
introducción del  procedimiento monitorio, y las 
especialidades que se han ido desarrollando 
en el ámbito comunitario, bastando acreditar la 
deuda mediante certificaciones de impago, o 
declarándose competente al Juzgado en donde 
se halle la finca, sin precisar la búsqueda del 
domicilio del propietario moroso y, finalmente 
en lo referente a las costas del procedimiento, 
teniendo en cuenta que el deudor, una vez 
presentada la demanda por la Comunidad, debe 
pagarlas, aunque pague la deuda reclamada 
antes de ser requerido por el Juzgado. 

De esta forma, una vez presentada la demanda 
de monitorio, si el demandado no comparece 
ante el Juzgado o haciéndolo no se opone, 
se despacha ejecución contra los bienes del 
demandado, pudiendo ser embargados hasta 
cubrir la cantidad adeudada, más intereses y 
costas del procedimiento. Teniendo en cuenta, 
que aun cuando el moroso se oponga a la 
petición inicial del procedimiento monitorio, la 
comunidad podrá solicitar el embargo preventivo 
de bienes suficientes de aquel, para hacer frente 
a la cantidad reclamada, intereses y costas del 
procedimiento. El Juez acordará, en todo caso, 
el embargo preventivo sin necesidad de que la 
comunidad preste garantía alguna. 
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Cuando hablamos de pagar la comunidad, 
estamos haciendo referencia a las cuotas por 
gastos ordinarios (luz, agua, ascensor, jardín, 
zonas comunes, limpieza….) pero también a las 
cuotas que se hayan podido disponer por gastos 
extraordinarios, lo que denominamos derramas. 

En lo concerniente a su naturaleza, debemos 
recordar que nos encontramos en lo que en 
términos jurídicos se conoce como obligación 
“propter rem”, que consiste en que, si bien, la 
responsabilidad legal del pago de  las cuotas 
comunitarias recae sobre el último titular registral, 
ésta obligación afecta directamente al bien 
inmueble, de ahí que en el párrafo tercero del 
artículo 9.1.e de la LPH, al que hemos  hecho 
referencia en el comienzo de este punto, se 
dispone que “el piso o local estará legalmente 
afecto al cumplimiento de esta obligación” lo que 
tiene especial trascendencia, pues de esta forma 
el piso o local queda sujeto al cumplimiento de la 
obligación de pago de los gastos comunitarios. 
Recordando que cuando se transmite un bien 
inmueble sujeto al régimen de la propiedad 
horizontal, la ley establece un límite temporal para 
fijar la responsabilidad del comprador, siendo así, 
que en el propio párrafo al que estamos haciendo 
referencia se dispone que tan sólo le serán exigibles 
“los créditos a favor de la comunidad derivados de 
la obligación de contribuir al sostenimiento de los 
gastos generales correspondientes a las cuotas 
imputables a la parte vencida de la anualidad en 
curso y los tres años anteriores…” 

Es importante además recordar, que de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 15.2 
de la LPH, el propietario moroso queda privado de 
su derecho al voto: 

 ”Los propietarios que en el momento de iniciarse 
la junta no se encontrasen al corriente en el pago 
de todas las deudas vencidas con la comunidad y 
no hubiesen impugnado judicialmente las mismas 
o procedido a la consignación judicial o notarial 
de la suma adeudada, podrán participar en sus 
deliberaciones si bien no tendrán derecho de 
voto. El acta de la Junta reflejará los propietarios 
privados del derecho de voto, cuya persona y 
cuota de participación en la comunidad no será 
computada a efectos de alcanzar las mayorías 
exigidas en esta Ley” 

Debemos incidir en el hecho de que la privación 
del derecho de voto, no conlleva la prohibición de 
posicionarse u opinar en relación a los asuntos 
que se están tratando según el orden del día 
previsto; pudiendo en consecuencia el afectado 
participar, argumentar y pronunciarse sobre ellos.

Asimismo, según el indicado precepto, el acta de la 
Junta deberá reflejar los propietarios que se hayan 
visto privados de voto por esta morosidad, “cuya 
persona y cuota de participación en la Comunidad 
no será computada a efectos de alcanzar las 
mayorías exigidas en esta Ley“.

7
SÁCALE EL MÁXIMO 

PARTIDO A LOS 
PRESUPUESTOS DE 
LA COMUNIDAD
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Si tomamos la definición que nos da la REAL 
ACADEMIA ESPAÑOLA, de lo que constituye 
un presupuesto, afirmando que se trata del 
“conjunto de gastos e ingresos previstos durante 
un determinado periodo de tiempo” podemos 
entender perfectamente que son y la importancia 
básica que tienen en toda comunidad de 
propietarios, pues unos presupuestos correctos 
constituyen los cimientos de una comunidad de 
propietarios sana, en la que no se cobren cuotas por 
encima de lo necesario a los propietarios o, lo que 
es más importante, que determinados servicios 
esenciales para su mantenimiento no puedan 
afrontarse porque las sumas presupuestadas no 
alcanzasen a ello. 

En su virtud, los presupuestos de las comunidades 
de vecinos son necesarios para reflejar los gastos 
previstos, tanto aquellos de carácter ordinario, 
como los extraordinarios. 

De esta forma se puede establecer el dinero que 
va a destinarse a los servicios necesarios de 
limpieza, mantenimiento del ascensor, la luz, el 
agua, el seguro comunitario y resto de gastos 
ordinarios, gastos que serán casi siempre fijos, 
dejando una parte del mismo para cubrir los 
gastos extraordinarios motivados por desgaste, 
reparaciones y envejecimiento del edificio y del 
resto de zonas comunes. Además, debemos 
recordar que de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 9.1.f) de la LPH, toda comunidad está 

obligada a constituir un fondo de reserva que 
estará dotado con una cantidad que en ningún 
caso podrá ser inferior al 10 por ciento de su último 
presupuesto ordinario.

Por supuesto, son los propietarios los obligados a 
contribuir a los gastos generales de la Comunidad, 
lo que llevarán a cabo de acuerdo con el coeficiente 
o cuota de participación que le corresponda a 
su propiedad, que por tanto es inalterable, salvo 
votación en la que se acuerde por unanimidad esa 
posibilidad. 

Sin embargo, los vecinos, por un mero acuerdo 
aprobado por mayoría, pueden modificar el sistema 
de reparto de gastos que se viniera aplicando hasta 

ese momento, para lo que bastaría que el cambio 
viniera incluido en el orden del día de una Junta de 
Propietarios,  para ser tratado en la misma. 

Si se quiere que el cambio del sistema del reparto 
constituya una modificación del Título o Estatutos, 
el acuerdo deberá aprobarse por unanimidad de 
los propietarios. Es aconsejable que este acuerdo 
se eleve a la Escritura Pública y se inscriba en el 
Registro de la Propiedad.

Si se quiere que el cambio del sistema del reparto 
constituya un acto de mera administración, el 
acuerdo podrá adoptarse por mayoría simple.
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8
ASEGÚRATE DE QUE 

LOS ACUERDOS ADOPTADOS 
EN JUNTA NO SON 

IMPUGNABLES 

Lo primero que tenemos que establecer con 
relación a este punto, es que, no todos los 
acuerdos adoptados por una comunidad de 
propietarios son impugnables, lógicamente 
el hecho de que en una Junta se adopte 
una decisión que puede perjudicarnos, no 
es bastante, para que ese acuerdo resulte 
impugnable, pues en eso consiste el juego de las 
mayorías, resultando que pueden decidirse por 
nuestros convecinos determinadas actuaciones 
con las que no estemos conformes, pero que no 
tenemos más remedio que acatar. 

Es por ello, que la Ley de Propiedad Horizontal 
establece qué acuerdos serían impugnables de 
forma exitosa ante nuestros Juzgados, y lo hace 
en el artículo 18.1:

a) Cuando sean contrarios a la ley o a los 
estatutos de la comunidad de propietarios.

b) Cuando resulten gravemente lesivos para los 
intereses de la propia comunidad en beneficio de 
uno o varios propietarios.

c) Cuando supongan un grave perjuicio para 
algún propietario que no tenga obligación 
jurídica de soportarlo o se hayan adoptado con 
abuso de derecho.

Vistos los acuerdos que son impugnables, debemos 
entrar a establecer, quienes son las personas 
legitimadas y sobre todo en qué condiciones, 
para poder impugnar ese tipo de acuerdos que 
acabamos de detallar, y para ello, debemos acudir 
a lo dispuesto en el artículo 18. 2 de la LPH, que 
identifica a los vecinos que pueden impugnar el 
acuerdo, como “Los propietarios que hubiesen 
salvado su voto en la Junta, los ausentes por 
cualquier causa y los que indebidamente hubiesen 
sido privados de su derecho de voto”

Ahora bien, para poder hacerlo, exige además 
que “… el propietario deberá estar al corriente en 
el pago de la totalidad de las deudas vencidas 
con la Comunidad o proceder previamente a la 
consignación judicial de las mismas. Esta regla no 
será de aplicación para la impugnación aquellos 
relativos al establecimiento o alteración de las 
cuotas de participación a que se refiere el artículo 9 
entre los propietarios”

Es decir, como se ha expuesto, si se está presente, 
siempre ha de votarse en contra. Además, 
para aquellos acuerdos en los que se requiere 
unanimidad y mayorías cualificadas, una vez 
comunicado a los ausentes, estos deberán 
manifestar su discordancia, en el plazo de treinta 
días desde la notificación como señala el art. 17.8 
de la LPH (Valor del voto presunto).
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Debemos recordar que el artículo 18.1 de la LPH, 
especifica que los acuerdos serán impugnables 
ante los Tribunales,  por lo que comunicar al 
Presidente o al Administrador, nuestra intención 
de impugnar carece de validez a estos efectos, 
constituyendo el procedimiento para ello el Juicio 
Ordinario,  a tenor de lo establecido en la LEY DE 
ENJUICIAMIENTO CIVIL en el artículo 249.1.8º, 
teniendo en cuenta que si una determinada 
cuestión ha sido aprobada en JUNTA, el mismo 
día de la celebración para los acuerdos de mayoría 
simple de la regla 7ª del 17 o pasados treinta días 
desde la notificación del acuerdo en los de mayoría 
cualificada o unanimidad; los acuerdos son 
válidos, sin que la citada impugnación suspenda 
la ejecución, como señala el art. 18.4 LPH, por lo 
que, en principio, no habría de esperarse el año 
por si existe impugnación judicial, pues ni en el 
supuesto en el que esta se produjese, paralizaría 
la citada ejecución, salvo que se hubiese pedido 
y concedido la suspensión cautelar; no obstante, 

cuando se prevea conflicto y siempre que no 
se ocasionen mayores perjuicios, la prudencia 
recomienda la espera.

Además de lo dispuesto, la Ley prevé esta 
posibilidad de defensa, pero siempre que se 
cumplan unos requisitos legales:  

1. Para los presentes, solo podrán impugnar 
siempre y cuando hagan constar su voto negativo 
en la Junta, pues no es posible ir contra sus 
propios actos, de tal manera que si en la reunión 
el comunero, o su representante, ha votado a 
favor o se abstuvo, no tendrá las condiciones 
exigidas para acudir a la vía judicial, incluso 
cuando quien le representó votara de forma 
diferente a los intereses del mandante, pues la 
responsabilidad sería exigible sólo por quien 
otorgó la representación al mandatario que se 
sobrepasó de las instrucciones, pero sin que 
afecte lo más mínimo a la Comunidad.

Conviene aclarar que no es necesario avisar en 
la Junta la intención de impugnar, simplemente 
votar en contra, que ha de ser lo mismo que 
“salvar el voto, expresión utilizada en el art. 18.2, 
en el caso de los propietarios presentes.

2. Para los ausentes, la Ley les concede 
también posibilidad de impugnar precisamente 
porque no votaron a favor, naturalmente dentro 
del plazo legal, contado a partir de la recepción 
de la oportuna notificación o desde que pudo 
tener conocimiento por la vía del artículo 9.1 
regla h). Teniendo en cuenta, que cómo ya 
vimos en el mandamiento relativo al “quórum” 
necesario para alcanzar un acuerdo, con 
relación a los ausentes, en principio, y a salvo 
de las excepciones que se recogieron, para 
poder impugnar un acuerdo, deben manifestar 
su voto en contra dentro de los treinta días 
desde la notificación del Acta, puesto que, si 
no lo hicieran así, el voto sería considerado 

a favor  del acuerdo, y por ende vulneraría el 
presupuesto dispuesto en el artículo 18 para 
poder impugnarlo, relativo a la necesidad de 
manifestar su oposición. 

En lo referente al plazo para presentar la 
demanda, como señala el apartado 3 del 
repetido art. 18, la acción caducará a los tres 
meses de adoptarse el acuerdo por la Junta 
de propietarios, salvo que se trate de actos 
contrarios a la ley o a los estatutos, en cuyo caso 
la acción caducará al año. Para los propietarios 
ausentes dicho plazo se computará a partir 
de la comunicación del acuerdo conforme al 
procedimiento establecido en el artículo 9.

Además, debemos recordar que la impugnación 
de los acuerdos de la Junta no suspenderá su 
ejecución, salvo que el juez así lo disponga con 
carácter cautelar, a solicitud del demandante, 
oída la comunidad de propietarios.
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9
APÓYATE EN UN BUEN 

PROFESIONAL

Sin perjuicio, de que todos los propietarios 
deben conocer estos principios básicos con 
relación al régimen legal que les compete 
como titulares de una vivienda o local en 
régimen de propiedad horizontal, contar 
con un administrador de fincas colegiado 
resulta casi imprescindible en nuestros 
días al suponer unas ventajas evidentes 
por un módico coste, que podemos detallar, 
separando las relativas al vecino que le 
haya correspondido ser Presidente de la 
Comunidad y al resto de propietarios. 

Ser nombrado Presidente, constituye una 
carga para cualquier propietario, de tal forma 
que un administrador le ayudará en gran 
medida a ejercer su función de una manera 
eficaz: 

1. Le supondrá un ahorro de tiempo en la 
redacción o revisión de todos los documentos 
que precise la comunidad. 
	
2. Dada la formación del ADMINISTRADOR, 
máxime si está Colegiado, le asesorará 
legalmente, antes de que deba tomar una 
decisión relacionada con la LPH. 
	
3. Y le ayudará a conseguir resultados, para 
que su Presidencia sea considerada eficaz. 

La mayoría de los propietarios perciben 
la comunidad, como algo complejo y 
problemático. Un administrador contribuye en 
hacerles la vida más fácil en estas parcelas, 
permitiéndoles disfrutar de más horas de 
ocio, básicamente con su actuación en los 
puntos que detallamos:

Mediante su ayuda para sacar el máximo 
partido de los presupuestos de la Comunidad.
 
Sirviendo como medio de información de 
lo que ocurre en la Comunidad. Permite 
contar con un profesional que actúe como 
intermediario imparcial en cualquier problema 
o conflicto entre vecinos, entre la comunidad 
y los vecinos o contra terceros. 

Para el Presidente

Para los propietarios, en general 
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10
ENSEÑA A VIVIR 
EN COMUNIDAD

A modo de “epílogo”, este último mandamiento viene a 
resumir lo que supone, a nuestro modo de ver, el VIVIR 
EN COMUNIDAD, resultando que se trata de un modo de 
vida social que supone acatar normas, dado que existen 
unos intereses comunes, de tal forma, que si no nos 
gustara o no nos viéramos capacitados para adaptarnos 
a estas, la única opción sería trasladarnos a una vivienda 
unifamiliar independiente y aislada, que no formara parte 
de ningún bloque, urbanización o complejo inmobiliario. 

Según la definición de “Wikipedia”, una Comunidad de 
Propietarios “Es un grupo o conjunto de personas que 
comparten elementos en común, tales como un idioma, 
costumbres, valores, tareas, visión de mundo, edad, 
ubicación geográfica (un barrio, por ejemplo), status 

social….  Por lo general, en una comunidad se crea una 
identidad común que es compartida y elaborada entre 
sus integrantes socializándola, constituyendo uno 
de sus propósitos básicos unirse alrededor de unos 
objetivos en común, el bienestar de sus componentes y 
el mantenimiento y desarrollo de sus propiedades, lo que 
conlleva el enriquecimiento de su patrimonio. 

Para terminar, debo recordaros, que el 85 por ciento 
de los ciudadanos españoles viven en un régimen 
de comunidad de propietarios, de donde se deriva la 
necesidad de conocer, en la medida de lo posible, los 
derechos y obligaciones con los que contamos y a los 
que estamos obligados por la trascendencia que de cara 
a nuestra vida cotidiana se derivan de los mismos.  
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ANEXO
SENTENCIAS DEL TRIBUNAL 

SUPREMO, AUDIENCIAS 
PROVINCIALES Y RESOLUCIONES 

DE LA DIRECCIÓN GENERAL 
DE LOS REGISTROS Y DEL 

NOTARIADO

Sobre el Mandamiento Nº1: 
Conocerás la diferencia entre 
un elemento privativo, común...
Y los comunes de uso privativo

La Sentencia emitida por la Sala 1ª del Tribunal 
Supremo 5771/2012 de 18 de junio de 2012, es 
modélica a la hora de establecer una clara definición 
de lo que son los elementos privativos y comunes por 
uso o destino en una comunidad de propietarios, de 
la que destacamos las siguientes líneas:

“El artículo 396 del Código Civil dice que son 
elementos comunes del edificio “los necesarios para 
su adecuado uso y disfrute, tales como el suelo, 
vuelo, cimentaciones, y cubiertas...”, “todas ellas 
hasta la entrada al espacio privativo”. Por su parte, 
el artículo 3 de la LPH dispone: “En el régimen de 
propiedad establecido en el artículo 396 del Código 
Civil corresponde al dueño de cada piso o local: a) El 
derecho singular y exclusivo de propiedad sobre un 
espacio suficientemente delimitado y susceptible de 
aprovechamiento independiente, con los elementos 
arquitectónicos e instalaciones de todas clases, 
aparentes o no, que estén comprendidos dentro de 
sus límites y sirvan exclusivamente al propietario, así 
como el de los anejos que expresamente hayan sido 
señalados en el título aunque se hallen situados fuera 
del espacio delimitado”. 

Puestos en relación ambos preceptos, es clara la 
atribución a cada propietario de un derecho singular 
y exclusivo sobre las instalaciones de todas clases 
existentes en su vivienda, y que vendrá definida, salvo 
que el título constitutivo disponga cosa, por dos 
notas:

a) Que estén comprendidas dentro de los límites de 
su piso o local y 

b) Que sirvan exclusivamente a su dueño. 

Igualmente, debe tenerse en cuenta la doctrina 
jurisprudencial que establece que hay elementos 
comunes que no tienen esencialmente ese carácter, 
sino que les viene atribuido por uso o destino, 
mencionando expresamente los patios interiores 
o terrazas, que pueden ser elementos privativos 
si así se ha dispuesto en el título constitutivo de la 
comunidad (Sentencia de la Sala de lo Social del 
Tribunal Supremo de 23 de mayo de 1984 y 31 de 
enero de 1985). 

Sobre el Mandamiento Nº2: 
Respetarás la jerarquía legal

En lo referente a la jerarquía normativa en las 
comunidades de propietarios, resulta muy 
clarificadora la SENTENCIA emitida por la Sección 
19 DE LA AUDIENCIA PROVINCIAL de MADRID, 
con el número 240/2018, de fecha 21 de junio de 
2018, confirmando la sentencia dictada en primera 
instancia, que declaraba la nulidad de determinados 
puntos del reglamento de régimen interno aprobado 
por la Comunidad en Junta General Extraordinaria, 
que supondrían según la Audiencia, la vulneración del 
TÍTULO CONSTITUTIVO.
“Según establece el artículo 6 de la Ley de Propiedad 
Horizontal, para regular los detalles de la convivencia 
y la adecuada utilización de los servicios y cosas 
comunes, y dentro de los límites establecidos por 
la Ley y los Estatutos, el conjunto de propietarios 
podrá fijar normas de régimen interior, que obligarán 
también a todo titular mientras no sean modificadas 
en la forma prevista para tomar acuerdos sobre la 
administración”.
El Reglamento de Régimen Interior se refiere a 
cuestiones de mero funcionamiento de los servicios 
y elementos comunes.

Conforme a lo dispuesto en el citado art. 5.3 LPH y 
también por disposición del art. 7.3 LPH que prohíbe 
al propietario desarrollar actividades no permitidas 
en los Estatutos y, además, las dañosas para la 
finca, peligrosas, incómodas o insalubres, se debe 
concluir en consecuencia que uno de los contenidos 
posibles de los Estatutos de la comunidad es imponer 
limitaciones al uso de los locales y viviendas. 
Precisamente las Normas de Régimen Interior 
aprobadas por el acuerdo de la Junta de propietarios 
impugnado y declaradas nulas en la sentencia 
apelada son: 

1.- Norma 2ª, párrafo 2º, conforme a la cual:  “Se 
faculta a la Comunidad de Propietarios para prohibir 
el uso de los patios comunitarios de uso privativo que 
no se mantengan y conserven en buen estado a juicio 
de la Junta de Propietarios”. 

2.- Norma 4ª, por la que: “Se prohíbe la realización 
de actividades de restauración en los locales 
comerciales en todas sus modalidades, bares, 
bares de copas y especiales, discotecas, cafeterías, 
restaurante y cualquier otra actividad que directa o 
indirectamente esté relacionada con la manipulación 
y venta de alimentos y bebidas de cualquier clase, las 
cuales se prohíben expresamente”.

3.- Norma 4ª también en el extremo relativo a: “Se 
limitan los horarios comerciales de 09.30 horas AM 
a 21.30 horas PM”. 

4.- Y de nuevo Norma 4ª referido a: “Se restringe la 
instalación de aire acondicionado en los locales 



36 37Tel: 91 742 14 80 | www.communitas.es Tel: 91 742 14 80 | www.communitas.es

comerciales, que debe situarse en la zona de la 
cubierta plana del edificio”. Y, 

5.- Norma 7ª por la que “Se prohíbe la entrada y 
acceso de los propietarios de los locales comerciales 
a los portales y a las zonas comunes interiores del 
edificio.

Esas normas, claramente afectan a los derechos de la 
propietaria de los locales imponiéndoles limitaciones 
al uso de los mismos, lo que, como acabamos de 
expresar, pertenece al ámbito de regulación de los 
Estatutos, por lo que cabe concluir que dichas Normas 
de Régimen Interior se extralimitan al regular materias 
cuya disciplina corresponde a aquéllos, en tanto no se 
ciñen a la regulación de la convivencia y la adecuada 
utilización de los servicios y elementos comunes que 
es su ámbito propio, sino que establecen limitaciones 
o restricciones propias de la regulación estatutaria” 

Sobre el mandamiento Nº3:  
Conocerás los derechos y 
obligaciones de los vecinos

Resolución del 17 de enero de 2018 de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado. Se trata de 
una de las resoluciones más completas que podemos 
encontrar sobre EL TÍTULO CONSTITUTIVO DE LA 
PROPIEDAD HORIZONTAL, que se fundamenta en los 
preceptos básicos sobre el mismo, el artículo 396 del 
Código Civil, los artículos 1 y 20 de la Ley Hipotecaria 
y los 2,3,5,10,14,17 y 18 de la Ley de Propiedad 
Horizontal, en las SENTENCIAS DE LA SALA CIVIL DEL 
TRIBUNAL SUPREMO de 19 de mayo de 2006, 16 de 
julio de 2009, 9 de octubre de 2010 y 13 de mayo de 
2016, y las Resoluciones de la Dirección General de 
los Registros y del Notariado de 15 de junio de 1973, 
7 de enero de 1994, 23 de mayo y 23 de junio de 2001, 
12 de diciembre de 2002, 4 de marzo y 4 de noviembre 
de 2004, 23 y 31 de marzo y 5 de julio de 2005, 30 de 
noviembre y 13 de diciembre de 2006, 19 de abril de 
2007, 27 de diciembre de 2010, 8 de abril y 30 de julio 
de 2011, 25 de abril, 1 de julio y 4 de octubre de 2013, 
21 de enero y 24 de abril de 2014, 26 de febrero de 
2015, 19 y 22 de abril, 5 de julio y 7 de noviembre de 
2016 y 29 de marzo de 2017.

En esta extensa y completa resolución, se hace 
un análisis profundo de lo que constituye el título 
constitutivo y de los supuestos para su modificación, 
conforme a la normativa actual, que desarrollaremos 
más adelante, pero ya de entrada, entre los muchos 
argumentos que se recogen sobre el mismo, podemos 
entresacar las siguientes conclusiones básicas para 
entender lo que constituye el TÍTULO CONSTITUTIVO 
de la propiedad horizontal. 

“La Ley sobre propiedad horizontal ha superado 
dos características propias del clásico concepto de 
la copropiedad romana o por cuotas, de la que se 
aparta al no reconocer a los copropietarios la acción 
de división ni el derecho de retracto, y por eso dota 
a esa comunidad sobre los elementos comunes 
de una regulación especial en la que los intereses 
comunitarios predominen sobre el individual y 
encuentren su debida protección jurídica a través del 
órgano competente y con las facultades y límites que 
la propia Ley señala (cfr. la Resolución de 15 de junio 
de 1973).

Por ello se atribuye a la junta de propietarios, como 
órgano colectivo, amplias competencias para decidir 
en los asuntos de interés de la comunidad (cfr. arts. 
14 y 17 de la Ley sobre propiedad horizontal), si 
bien tratándose de determinados acuerdos (los que 
impliquen la aprobación o modificación de las reglas 
contenidas en el título constitutivo de la propiedad 
horizontal o en los estatutos de la comunidad) sólo 
serán válidos cuando se adopten por los propietarios 
en los términos previstos en la regla 6 del artículo 
17 de la Ley sobre propiedad horizontal, es decir por 

unanimidad (siquiera sea presunta, como permite la 
regla 8 de tal precepto; e incluso con el voto en contra 
de un disidente, si prospera la acción para obtener 
la sustitución de la unanimidad por vía judicial, en el 
llamado “juicio de equidad” a que se refiere el párrafo 
tercero de la de la regla 7 del mismo artículo 17, norma 
que el Tribunal Supremo ha considerado aplicable 
también a los actos que requieren unanimidad, 
atendiendo a la realidad social actual -cfr. Sentencia 
de 13 de marzo de 2003-), salvo que se trate de 
acuerdos que la misma ley exceptúa de la regla de 
unanimidad (cfr. los artículos 10 y 17).

Esta necesidad de unanimidad para los acuerdos que 
impliquen modificación del título constitutivo se ha 
mantenido aún cuando las sucesivas reformas de 
la Ley sobre propiedad horizontal, la última por Ley 
8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración 
y renovación urbanas, que precisamente dio nueva 
redacción al artículo 17, han ido encaminadas a 
facilitar que los acuerdos alcanzados, especialmente 
para incorporar actuaciones previstas en la citada ley, 
no queden ineficaces y así el Preámbulo de la citada 
Ley 8/2013 expresa que no se puede hacer depender 
la adopción de los mismos de que las comunidades de 
propietarios adopten dicha decisión por unanimidad 
o por mayorías muy cualificadas, máxime cuando 
van a incluir obras que, aunque afecten al título 
constitutivo o a los estatutos, en realidad competen 
a la Administración actuante autorizar o, en algunos 
casos, exigir”

Sobre el mandamiento Nº4: 
La máxima autoridad de la 
Comunidad es la Junta de 
Propietarios, no el Presidente

Resulta plenamente clarificadora en lo que consiste 
la Junta de Propietarios, la STS 42/2008, de 4 de 
febrero de 2008 cuando dispone que: 

“La Junta de Propietarios es el órgano superior, que 
decide todas las cuestiones comunitarias y goza 
plenamente de las facultades para las actuaciones 
en el inmueble y, de hecho, nadie puede suplir 
sus competencias; la aprobación de cuentas, los 
presupuestos ordinarios y extraordinarios, las 
normas de funcionamiento, la autorización de obras, 
el nombramiento y cese de cargos y, en definitiva, 
cualquier decisión pasa por el previo acuerdo de la 
Junta; no es posible su sustitución por otros órganos 
intermedios, por lo que sería nulo un Estatuto que 
determinara la no existencia o cualquier disminución 
de sus prerrogativas, ya que estamos ante conceptos 
de carácter imperativo y fuera de la autonomía de la 
voluntad.
A estos efectos, sólo se necesitará el acuerdo de 
la mayoría de los asistentes, tanto para los cargos 
denominados “directivos” (presidente, vicepresidente, 
vocales, etc.), como para los dedicados a funciones 
“administrativas” (secretario y administrador); de 
modo que el único sistema de nombramiento y cese 
es la decisión de la Junta de Propietarios, y cualquier 
designación o remoción por cualquier otra fórmula 
estaría sujeta a nulidad, incluso aunque hubiera una 
previsión estatutaria”

Sobre las funciones y limitaciones del Presidente, 
una cuestión que siempre ha suscitado controversia 
y que fue definitivamente resuelta entre otras por la 
STS 622/2015, de 5 de noviembre de 2015, fue la 
legitimación o falta de ella, para ejercitar acciones 
judiciales representando a la comunidad, sin previa 
autorización de la Junta de propietarios, que ha sido 
definitivamente resuelta en el sentido de que si bien 
ejerce su representación ello no significa que esté 
legitimado para cualquier actuación por el mero 
hecho de ostentar el cargo de presidente, ya que no 
puede suplir o corregir la voluntad de la comunidad 
expresadas en las Juntas Ordinarias y Extraordinarias. 

“La Ley de Propiedad Horizontal otorga al presidente 
de la comunidad de propietarios la representación de 
la misma en juicio y fuera de él, pero, como matiza la 
referida STS de 19 de febrero de 2014 y no tiene en 
cuenta la sentencia recurrida, «esto no significa que 
esté legitimado para cualquier actuación por el mero 
hecho de ostentar el cargo de presidente ya que no 
puede suplir o corregir la voluntad de la comunidad 
expresada en las juntas ordinarias o extraordinarias». 
Aunque la Ley de Propiedad Horizontal únicamente 
exige de modo expreso el acuerdo previo para que 
el presidente pueda ejercitar acciones judiciales 
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en defensa de la comunidad de propietarios en los 
supuestos de acción de cesación de actividades 
prohibidas por los estatutos que resulten dañosas 
para la finca ( artículo 7.2 LPH ) y de reclamación 
de cuotas impagadas ( artículo 21 LPH ), esta Sala 
ha entendido (STS de 19 de febrero de 2014, rec. nº 
1612/2011 , reiterando el criterio, por ejemplo, de 
la STS de 27 de marzo de 2012, rec. nº 1642/2009 ) 
que no resulta razonable sostener que la facultad de 
representación que se atribuye de modo genérico al 
presidente le permita decidir unilateralmente sobre 
asuntos importantes para la comunidad, entre los 
que la citada STS de 27 de marzo de 2012 considera 
comprendida precisamente «la realización de obras en 
elementos privativos de un comunero que comporten 
alteración o afectación de los elementos comunes» . 

En definitiva, como concluye la más reciente STS de 30 
de diciembre de 2014, rec. nº 2980/2012 , es pacífica 
la doctrina jurisprudencial de esta Sala (reiterada, 
con precisiones, en las SSTS de 10 de octubre de 
2011, rec. nº 1281/2008 ; 27 de marzo de 2012, rec. 
nº 1642/2009 ; 12 de diciembre de 2012, rec. nº 
1139/2009 , todas estas citadas por la recurrente, y 
también en las posteriores de 24 de octubre de 2013, 
rec. nº 1263/2011; 19 de febrero de 2014, rec. nº 
1612/2011, y 11 de abril de 2014, rec. nº 381/2012) 
que declara la necesidad de un previo acuerdo de la 
junta de propietarios que autorice expresamente al 
presidente de la comunidad para ejercitar acciones 
judiciales en defensa de esta salvo que los estatutos 
expresamente dispongan lo contrario o el presidente 
actúe en calidad de copropietario”

Sobre la actuación del Secretario, podemos destacar 
la STS 1530/2015, de 20 de abril de 2015, que 
junto con otras sentencias del mismo talante, restó 
formalismo a la necesidad de la firma del Secretario 
en el Acta de las Juntas para que los acuerdos 
recogidos en la misma tuvieran validez. 

“La jurisprudencia reciente ha seguido este criterio, 
como en general actualmente ha prescindido de 
los excesos del formalismo que puede perjudicar 
intereses que en este caso serían los de las 
voluntades correctamente expresadas y votadas por 
los copropietarios, que son ajenos a la diligencia 
de la firma por parte de su presidente o secretario. 
Es de advertir que en la demanda, ni tampoco 
en este recurso, se discute la voluntad colectiva 
plasmada en el acuerdo tomado sobre el ascensor, 
ratificada en juntas posteriores. Tanto más cuanto 
en este momento el acta ya está firmada, lo que se 
corresponde con la realidad social, que es cotidiano 
el hecho de firmarse con posterioridad e incluso 
en la junta siguiente. Y tanto más también cuanto 
no consta protesta e impugnación de los acuerdos 
tomados en la misma”

Dado que el último mandamiento del presente libro, 
se refiere a las ventajas de un administrador de 
fincas colegiado, y se harán referencias al cargo, 

terminaremos este punto con la naturaleza del 
contrato y su posible resolución anticipada por las 
consecuencias que se derivan de ello. Así, para unos, 
la relación jurídica que vincula a la comunidad de 
propietarios con su administrador nace de un contrato 
de arrendamiento de servicios, mientras que para 
otros nacería o arrancaría de un contrato de mandato, 
criterio éste último que se ha impuesto en los últimos 
años interpretando el artículo 13.7 de la LPH, cuando 
dispone que “Los designados podrán ser removidos 
de su cargo antes de la expiración del mandato por 
acuerdo de la Junta de propietarios, convocada en 
sesión extraordinaria” precepto donde se señala 
expresamente que el administrador está ejerciendo 
un mandato y que además de ello puede ser removido 
de su cargo, con lo que entramos en la segunda mayor 
controversia que nos encontramos actualmente en 
relación al administrador la remoción anticipada 
de su cargo, o lo que algunas sentencias definen 
como “SUSTITUIBILIDAD” término que se utiliza, 
entre otras, en la STS de 14 -3-1986, que, a su vez 
exige una “JUSTA CAUSA DE REVOCABILIDAD a los 
efectos de privar al mandatario de la indemnización 
de daños y perjuicios, siendo así que la jurisprudencia 
ha reconocido al Administrador el derecho a una 
indemnización por cese anticipado en determinados 
casos, básicamente cuando no exista una “justa 
causa” que la haya motivado, inspirándose en el 
principio de indemnidad del mandatario, por el que 
si la remoción anticipada del cargo se ha producido 
sin que intervenga justa causa se generaría una 
responsabilidad contractual y, en su consecuencia 
procede la indemnización correspondiente de los 
daños y perjuicios sufridos como consecuencia de la 
citada resolución anticipada. 

Teniendo en cuenta que lo que constituya la “justa 
causa” debe ser objeto de determinación en cada 
caso concreto, aunque la Jurisprudencia fija una 
serie de criterios que pueden ayudar al Juez a la 
hora de apreciar su existencia, como puede ser el 
incumplimiento por parte del administrador de las 
obligaciones contenidas en el artículo 20 de la LPH, 
o por el contrario que no se considere como justa 
causa los meros motivos económicos, ni tampoco 
actos conocidos por la junta con anterioridad a su 
última renovación, porque se trataría de situaciones 
ya consentidas por la comunidad, exigiendo, en todo 
caso que la justa causa de revocación sea probada.  

Sobre el mandamiento Nº5: 
Antes de someter a votación 
un punto, conoce el quorum 
necesario para llegar a un 
acuerdo

Con relación a los acuerdos que se adopten en Junta 
de Propietarios, debemos reseñar que son ejecutivos 
desde su adopción por la Junta de propietarios 
salvo que el Juez acuerde la suspensión cautelar, 
tal y como dispone el artículo 19 de la LPH “Desde 
su cierre los acuerdos serán ejecutivos, salvo que la 
Ley previere lo contrario”, “Desde el cierre del Acta el 
acuerdo es ejecutable, aunque no se haya notificado” 
SAP VIZCAYA 598/2015

Para evitar la ejecución de los acuerdos adoptados 
en Junta deben ser impugnados en los plazos fijados 
para ello en el artículo 18 de la Ley de Propiedad 
Horizontal, y mientras se tramita la impugnación 
puede solicitarse su suspensión cautelar, previa o 
conjuntamente con la demanda de impugnación, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 726 y 
727 de la ley de Enjuiciamiento Civil.

Otro asunto de especial trascendencia con relación 
a las mayorías necesarias para la obtención de 
acuerdos comunitarios, es el concerniente al voto 
de los ausentes, que, en principio, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 17.8 de la LPH, se 
computarán como favorables, una vez notificado 
el acuerdo adoptado por los presentes, conforme 
al procedimiento establecido en el artículo 9, si no 
manifiestan su discrepancia mediante comunicación 
a quién ejerza las funciones de secretario de la 
comunidad, en el plazo de treinta días naturales, por 
cualquier medio que permita tener constancia de la 
recepción, de tal forma que en el supuesto de que 
el propietario ausente guarde silencio durante ese 
periodo de tiempo, se considerará que está a favor 
de lo acordado. Ello supone, que los propietarios 
ausentes a una Junta que fueron debidamente citados 
pueden, igualmente, contribuir a la formación de 
mayorías cualificadas, pero el acuerdo debería haber 
salido previamente de la propia junta, es decir, si se 
requiere el voto favorable de las tres quintas partes 
del total de los propietarios que, a su vez, representen 
las tres quintas partes de las cuotas de participación, 
entre los presentes a la Junta se debe haber votado 
favorablemente el acuerdo para que el voto presunto 
de los ausentes pudiera contribuir a la formación de la 
mayoría cualificada exigible. ELLO SUPONE QUE NO 
SE PUEDE CAMBIAR EL SENTIDO DE LA VOTACIÓN, 
simplemente ratificarlo o dejarlo sin efecto, SALVO EN 
DOS EXCEPCIONES: 

1. En los supuestos expresamente previstos en los 
que no se puede repercutir el coste de los servicios 
a aquellos propietarios que no hubieran votado 
expresamente en la Junta a favor del acuerdo, como 

pueden ser la instalación de sistemas privativos de 
aprovechamiento de energías renovables de acceso 
a nuevos suministros energéticos colectivos o el 
establecimiento o supresión de equipos o sistemas 
de mejora de la eficiencia energética del inmueble, 
en estos casos se excluye el voto presunto favorable, 
siendo necesario por tanto, el voto presencial del 
comunero afectado, para poder repercutirle el coste 
correspondiente (art. 17.1.2º y 17.3, párrafo segundo 
LPH)

2. Las obras que implican un aprovechamiento 
privativo (art. 10.3 LPH), cómo por ejemplo, el 
cerramiento de una terraza por un vecino, o la 
colocación de un toldo. 

Una SENTENCIA que explica con acierto esta 
cuestión es la dictada por la AUDIENCIA PROVINCIAL 
DE TOLEDO, con el número 838/2017, de fecha 27 de 
septiembre.

“Teniendo en cuenta que en aplicación del art 17,8º 
de la LPH, y que en este caso solo existió un voto en 
contra y que no se exceptúa como voto favorable el 
de los ausentes que no manifestaren su discrepancia 
en el plazo dado, el recurso debe prosperar. Considera 
la Sala que cuando este precepto excepciona el voto 
de los ausentes aunque no hayan manifestado su 
disconformidad en el cómputo de los favorables lo 
hace para un caso concreto: el supuesto en que no 
se pueda repercutir el coste a los que no hubieran 
votado expresamente a favor del acuerdo en la 
Junta y este es específicamente el caso del num 1 
del art 17, si bien el num 4 ahora contemplado solo 
habla de la no repercusión del coste al disidente, es 
decir, no se repercute solo al que expresa su voto 
en contra en la Junta o después, condición distinta 
de la de quien simplemente no ha votado a favor en 
la Junta, porque entre expresar  un voto a favor y 
expresar un voto en contra existe otra opción que es 
la abstención. La excepción del art 17,8 esta creada 
para casos en que el coste no se puede repercutir 
a los que se abstienen y además a los que votan 
en contra y el caso del párrafo 4, lo que prevé es la 
exención de la repercusión sólo a los que votan en 
contra expresamente y no el supuesto excepcionado, 
por lo que en casos de acuerdos del párrafo 4, no rige 
tal excepción al cómputo del voto de los ausentes 
como favorable”
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Sobre el mandamiento Nº6: 
Actúa contra los vecinos morosos

Por su modernidad, 21 de julio de 2019, su 
trascendencia, en el supuesto de que se reitere el 
criterio y alcance el contenido de Jurisprudencia 
aplicable, así como por su trascendencia, podemos 
destacar en este punto, la SAP emitida por la 
Sección 11ª de Barcelona, que estimó la validez 
del acuerdo que aprobó, por mayoría simple, un 
recargo del 10% para el caso de impago de cuotas. 
La Audiencia entendió que el acuerdo no supone 
una modificación del título constitutivo, pues ni se 
modifica el coeficiente de participación ni el importe 
de las cuotas (lo que requeriría el acuerdo unánime), 
sino que establece un mecanismo para que los 
propietarios cumplan puntualmente y sin demora con 
su obligación esencial. 

“Esta Sala considera que tal acuerdo no supone una 
modificación del título constitutivo, pues ni se modifica 
el coeficiente de participación ni el importe de las 
cuotas (para los que se requeriría el acuerdo unánime 
conforme al art. 5.4 de la LPH), pues el propietario que 
cumple puntualmente las obligaciones que le impone 
el art. 9 de la LPH que regula el régimen de Propiedad 
Horizontal, no sufre alteración alguna en la cuantía 
de sus cuotas (en igual sentido, SAP Málaga, sección 
5, del 5 de diciembre de 2017 (LA LEY 243619/2017) 
(ROJ: SAP MA 3628/2017 ). 

Por el contrario, el acuerdo impugnado establece 
un mecanismo para que los propietarios de los 
pisos y locales cumplan puntualmente y sin demora 
con la esencial obligación de contribuir a los 
gastos generales para el adecuado sostenimiento 
del inmueble, mecanismo que consiste en la 
concreción de la previsión contenida en el art. 553-
4, que dispone que   “ Los créditos (de la comunidad 
contra los propietarios por los gastos comunes, 
ordinarios y extraordinarios) devengan intereses 
desde el momento en que debe efectuarse el pago 
correspondiente y este no se hace efectivo”. La 
Junta de Propietarios acordó con el quórum exigido 
legalmente en este caso (mayoría simple), que tales 
intereses serían del 10%. 

El anterior precepto hace automática la mora y 
establece intereses de demora sin determinarlos ni 
imponer de manera expresa el interés legal, así como 
tampoco hace ninguna referencia a posibles cláusulas 
penales ni a la posibilidad de establecer un interés 
diferente del legal. En consecuencia, dado que la Junta 
puede establecer reglas sobre el cumplimiento de las 
obligaciones de los propietarios, hemos de inclinarnos 
a admitir que incluyan penalizaciones por impago 
y determinen intereses de demora más altos o más 
bajos que los fijados por la ley, sin que proceda entrar 
a valorar en este caso concreto si el 10% acordado 
es desproporcionado o abusivo..”  Recordando la 
sentencia que “ .. dicho acuerdo es obligatorio y vincula 

a todos los propietarios, incluso a los disidentes”
Sobre el mandamiento Nº7: 
Sácale el máximo partido a los 
presupuestos de la Comunidad

Tal y como hemos manifestado, hay que tener 
en cuenta que las cuotas de participación en los 
gastos establecidas en el TÍTULO CONSTITUTIVO, 
únicamente pueden ser modificadas por acuerdo 
unánime de los propietarios, pero ello no debe ser 
confundido con el posible acuerdo consensuado 
de establecimiento de las referidas cuotas de 
participación o con las posibles modificaciones en el 
reparto de determinados gastos, cuya modificación al 
constituir una novación de la voluntad convencional, 
exige la mayoría simple de los propietarios, como 
expresión de la voluntad general de la Junta de 
Propietarios. 
En relación a esta última cuestión, resulta 
esclarecedora la STS 478/2016, de fecha 13 de julio de 
2016, de la que hemos tomado esas conclusiones, en 
la que en uno de sus FUNDAMENTOS DE DERECHO, se 
recuerda la doctrina impuesta entre otras en las STS 
de 7 de marzo de 2013 y la del 6 de febrero de 2014, 
por la que “la cuota o forma de participación en los 
gastos del título constitutivo únicamente puede ser 
modificada por acuerdo unánime de los propietarios, 
no así el acuerdo consensuado de establecimiento 
de las referidas cuotas o formas de participación 
cuya modificación, al constituir una novación en la 
voluntad convencional, exige la mayoría simple de los 
propietarios, como expresión de la voluntad general 
de la junta de propietarios

Sobre el mandamiento Nº8: 
Asegúrate de que los acuerdos 
adoptados en junta no son 
impugnables

Un aspecto a tener en cuenta con relación a la 
impugnación de acuerdos, es el de las personas 
que están legitimadas para ello, y sobre esta 
materia el TRIBUNAL SUPREMO, se ha pronunciado 
recientemente, en SENTENCIA 144/2019, de 6 de 
marzo,  negando la posibilidad de impugnar a un 
vecino, en la consideración de que en ese caso 
no concurría legitimación activa del propietario 
para impugnar el acuerdo, sino que se trataba de 
obstaculizar sin causa el pacífico funcionamiento 
de la comunidad de propietarios, pues, si bien, ese 
propietario reunía los requisitos que establece el 
artículo 18 LPH en cuanto propietario, carecía de 
legitimación activa de acuerdo con lo indicado en 
el artículo 10 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, pues 
no acredita qué perjuicio le ocasiona el acuerdo 
impugnado.  Así el Alto Tribunal dispone: “… el 
propietario impugnante debe respetar el dictado 
del artículo 18 LPH, pero siempre partiendo de la 
necesidad de que el acuerdo le perjudique de alguna 
forma, aunque sea indirectamente.
En este caso, no consta ningún perjuicio para el 
propietario impugnante por que: a) no es copropietario 
del sótano; b) no le afecta negativamente el pago 
de las cuotas relativas a los sótanos, sino que más 
bien le beneficia, y c) no razona en casación ningún 
perjuicio personal respecto del acuerdo que impugna.
Por tanto, fue correcta la aplicación, por parte de la 
Audiencia Provincial, del artículo 10 de la LEC (“Serán 
considerados partes legítimas quienes comparezcan 
y actúen en juicio como titulares de la relación jurídica 
u objeto litigioso”), pues es aplicable también en 
materia de propiedad horizontal”

Como hemos visto, se establecen dos plazos para 
impugnar, según se traten de acuerdos anulables 
o nulos, caducando la acción para los primeros 
en tres meses, y para los segundos en un año, de 
ahí la trascendencia que supone distinguir que 
acuerdos pueden ser impugnados por uno u otro 
concepto, resultando que sobre esta cuestión se ha 
pronunciado la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, 
en la sentencia 342/2018, de fecha 7 de junio, de la 
que entresacaremos algunos párrafos que aclaran la 
cuestión, dicha sentencia en su FUNDAMENTO DE 
DERECHO SEGUNDO, dispone: 

 “1.- En el ámbito del art. 18.3 LPH ha sido objeto de 
debate la diferenciación entre acuerdos nulos, y por 
ende sin sujeción a plazo de impugnación, y acuerdos 
anulables, que sí están sometidos a plazo. 

En principio, los actos contrarios a la Ley son nulos 
de pleno derecho, conforme al art. 6.3 CC, pero este 

precepto añade «salvo que en ellas se establezca un 
efecto distinto para su contravención». 
Precisamente es lo que hace el art. 18. 1 a) LPH, 
que exige la necesidad de impugnar las posibles 
infracciones de la Ley o los Estatutos, pues, de no 
ser así, sufriría el normal desenvolvimiento de la 
Comunidad. 
En este sentido la sala ha consolidado un cuerpo 
de doctrina al distinguir entre acuerdos meramente 
anulables, y por tanto susceptibles de sanación 
una vez transcurrido el plazo legal previsto para su 
impugnación, de aquellos que son radicalmente 
nulos. 

En el primer grupo estarían comprendidos aquellos 
cuya ilegalidad tenga origen en cualquier infracción 
de la Ley de Propiedad Horizontal o de los Estatutos 
de la Comunidad, mientras que en el segundo 
se incluirían los que infrinjan cualquier otra Ley 
imperativa o prohibitiva, sin un efecto diferente para 
el caso de contravención, los que sean contrarios a 
la moral o al orden público, o los que impliquen un 
fraude de ley (SSTS de 18 de abril de 2007, de 11 de 
octubre de 2007, de 25 de febrero de 2012, de 5 de 
marzo de 2014, entre otras). 

Por tanto, es de sumo interés y esencial, a los efectos 
del recurso, diferenciar entre acuerdos contrarios a la 
Ley de Propiedad Horizontal, y los que puedan afectar 
a otras leyes que pudiesen calificarse como nulos 
(sentencias de 25 de enero de 2005)”
Esta sentencia acaba concluyendo, en lo que 
considera que calificación se debe dar a los acuerdos 
impugnados, resumiendo lo que son los unos o los 
otros de la siguiente forma: 

“Acuerdos meramente anulables: susceptibles de 
sanación una vez transcurrido el plazo legal previsto 
para su impugnación.

•	 Son aquellos cuya ilegalidad tiene su origen 
en cualquier infracción de la Ley de Propiedad 
Horizontal o de los Estatutos de la Comunidad.

Acuerdos radicalmente nulos.

•	 Son aquellos que infringen cualquier otra Ley 
imperativa o prohibitiva, sin un efecto diferente 
para el caso de contravención, los que son 
contrarios a la moral o al orden público, y/o los 
que implican un fraude de ley (SSTS de 18 de 
abril de 2007, de 11 de octubre de 2007, de 25 
de febrero de 2012, de 5 de marzo de 2014, entre 
otras)”
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Sobre el mandamiento Nº9:
Apóyate en un buen profesional

En lo referente a los administradores de fincas, a 
partir de la entrada en vigor de la Ley conocida como 
“Omnibus”  25/2009, de 22 de diciembre, sobre 
el libre acceso a las actividades de servicio y su 
ejercicio, se ha venido discutiendo mucho sobre la 
necesidad de colegiación de los administradores de 
fincas, criterio que, basándose en las garantías que 
ello supone a los ciudadanos, se está imponiendo,  
manteniendo la necesidad  de la colegiación de 
los profesionales que se dedican a ello.  A ello ha 
contribuido de sobremanera la conocida sentencia 
de la SALA 3ª del TRIBUNAL SUPREMO, de fecha 8 
de noviembre de 2016, por la que fija el criterio acerca 
de la denominación de quien puede gestionar una 
comunidad de propietarios y quien puede denominarse 
como «administración de fincas» en el ejercicio de su 
profesión. Resultando muy clara y contundente en el 
respeto de las profesiones colegiadas y la apuesta 
por la calidad que evidencian quienes pertenecen a 
los colectivos que están regulados y amparados por 
la colegiación, frente a esa extraña idea de que la 
colegiación es algo negativo.

En esta sentencia del Tribunal Supremo partiendo de 
la premisa de que pertenece al ámbito de la voluntad 
del interesado la decisión sobre el ejercicio de una 
profesión de colegiación obligatoria e incluso de 
continuar en el ejercicio de la misma, deja fuera, sin 
embargo, de su facultad de decisión el ejercicio de 
la profesión sin la correspondiente colegiación, pues 
esta es una obligación impuesta legalmente cuyo 
cumplimiento queda bajo la tutela del correspondiente 
colegio profesional, que puede y debe exigir su 
cumplimiento en virtud de las funciones que al efecto 
le atribuye el ordenamiento jurídico. Es decir, que 
un ciudadano que se autodenomine “profesional” 
podrá ejercer una actividad, o no, pero si esta tiene 
un ámbito de colegiación deberá acudir al colegio 
profesional del ramo profesional correspondiente 
en el que pretenda ejercer, conforme a las que estén 
constituidas legalmente e inscribirse en el mismo 
y, por consiguiente, colegiarse. Concluyendo la 
sentencia, con un punto, que prácticamente obliga 
a la Colegiación para poder ejercer, que no es otro 
que facultar a los colegios a incluir en el Reglamento 
de Régimen Interior, la apertura de un expediente 
de colegiación de oficio de quienes, sin estar 
colegiados, ejercen la profesión, garantizando en su 
tramitación el derecho del interesado a decidir sobre 
la continuación o cese en el ejercicio de la profesión 
en las condiciones que se le exigen. ES DECIR, Y 
ESTO ES TRASCENDENTAL O EL PROFESIONAL 
SE COLEGIA O NO PODRÁ EJERCER SU ACTIVIDAD 
COMO ADMINISTRADOR DE FINCAS. 



44 Tel: 91 742 14 80 | www.communitas.es

C/ Cronos, 24-26. Edificio 
Metrovialia. Lofts A3 y B3. Portal 4. 

Madrid 28037. 
Tel: 91 742 14 80


